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1. INTRODUCCIÓN

Algunas comunidades autónomas, en ejercicio de las competencias nor-
mativas reconocidas por el art. 46 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 
han establecido deducciones de la cuota tributaria autonómica del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), cuya aplicación se encuentra 
condicionada a la residencia habitual en municipios poco poblados. En 
particular, algunas comunidades autónomas han regulado deducciones de 
la cuota íntegra autonómica por arrendamiento, adquisición o rehabilita-
ción de la vivienda habitual, cuyas condiciones de aplicación o cuya cuantía 
varían dependiendo de que el contribuyente tenga o no su residencia en un 
municipio cuya población no exceda de un cierto número de habitantes.

La aplicación de estas deducciones tributarias, más allá de la diferen-
ciación normativa en función de la comunidad autónoma en la que el 
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contribuyente tenga su residencia habitual, discrimina entre los residentes 
de la misma comunidad autónoma e, incluso, entre los propios residentes 
en los municipios despoblados o en riesgo de despoblación. En efecto, de 
su aplicación resulta una diferencia entre contribuyentes que adquieren, 
arriendan o rehabilitan viviendas, según residan o no en alguno de estos 
municipios. Pero, además, también resulta una diferenciación entre con-
tribuyentes residentes en estos municipios despoblados, según adquieran, 
arrienden, rehabiliten o no una vivienda.

En la Sentencia 60/2015, de 18 de marzo, el Tribunal Constitucional 
declaró que el principio de igualdad ante la ley tributaria del art. 31.1 CE 
“conlleva la prohibición en la concesión de privilegios tributarios discrimi-
natorios, es decir, de beneficios tributarios injustificados desde el punto de 
vista constitucional que puedan constituir una quiebra del deber genérico 
de contribuir al sostenimiento de los gastos del Estado”. Ahora bien, según 
la Sala, “ ningún óbice existe desde el punto de vista constitucional para la 
utilización de la residencia como un elemento diferenciador entre contri-
buyentes, siempre y cuando, claro está, la diferencia de trato responda a un 
fin constitucionalmente legítimo y, por tanto, no se convierta la residencia, 
por sí sola, en la razón del trato diferente”.

Así pues, la constitucionalidad de las deducciones de la cuota íntegra 
autonómica aprobadas por diferentes comunidades autónomas, aplicables 
solamente por contribuyentes cuya residencia se encuentre en un munici-
pio considerado en riesgo de despoblación, en la medida que realizan una 
diferenciación normativa entre contribuyentes que se encuentran en situa-
ciones objetivamente comparables, debemos considerarla condicionada 
a que respondan a un fin constitucionalmente legítimo, y a que las conse-
cuencias jurídicas a las que conduzca la disparidad de trato sean razonables, 
por existir una relación de proporcionalidad entre el medio empleado y la 
finalidad perseguida. 

En aquellos casos en los que se pudiera concluir que, como señaló por 
primera vez la STC 60/2015, “el territorio ha dejado de ser un elemento de 
diferenciación de situaciones objetivamente comparables, para convertirse 
en un elemento de discriminación, pues con la diferencia se ha pretendido 
exclusivamente «favorecer a sus residentes», tratándose así a una misma 
categoría de contribuyentes de forma diferente por el solo hecho de su 
distinta residencia”, la diferenciación por razón de la residencia en un mu-
nicipio en riesgo de despoblación debería considerarse contraria al art. 14, 
en relación con el art. 31.1 CE.
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2. EL PRINCIPIO DE CAPACIDAD ECONÓMICA COMO JUSTIFI-
CACIÓN DE LAS DIFERENCIAS FISCALES PARA TERRITORIOS 
DESPOBLADOS

Parece razonable interpretar que capacidad económica para contribuir 
al sostenimiento de los gastos públicos mediante el sistema tributario, a la 
que se refiere el art. 31.1 CE, es la capacidad para pagar tributos. No parece 
razonable discutir que «capacidad económica para contribuir al sosteni-
miento de los gastos públicos mediante un sistema tributario» significa 
capacidad para cumplir lo ordenado por las normas tributarias. Así pues, 
sobre la base del tenor literal del propio art. 31.1 CE, podemos concluir que 
«capacidad económica», en el contexto de dicho precepto constitucional, 
significa aptitud para ejecutar aquello que resulta ordenado por una norma 
tributaria.

Existe un amplio consenso en que la capacidad económica para con-
tribuir al sostenimiento de los gastos públicos consiste en la titularidad de 
renta disponible. La medida de la capacidad contributiva puesta de ma-
nifiesto por quienes obtienen renta vendría así determinada por la renta 
disponible después de satisfacer, en primer lugar, los gastos necesarios para 
la obtención de rentas sujetas al impuesto. De la misma manera, también 
debe considerarse indisponible para el pago de tributos la renta que los 
contribuyentes destinan durante el período impositivo a satisfacer sus ne-
cesidades personales y familiares.

Precisamente, el Tribunal Constitucional español, en la Sentencia 
19/2012, de 15 de febrero, concluyó que “la exigencia constitucional de 
contribuir al sostenimiento de los gastos públicos no legitima a los poderes 
públicos, garantes de la dignidad de la persona y de la protección de la 
familia, a someter a tributación la renta de las personas desde su primera 
unidad económica, sino sólo a partir de un mínimo vital de subsistencia, 
inmune a su acción, que les permita satisfacer sus necesidades más básicas 
en garantía de una existencia digna”1.

La exclusión del gravamen sobre el importe de la renta destinada a satis-
facer gastos necesarios para la subsistencia del contribuyente y de sus fami-
liares, al igual que la deducción de los gastos necesarios para obtener nuevos 

1 A la misma conclusión llegó el Tribunal Constitucional alemán en la Sentencia de 
25 de Mayo de 1990 (BVerfG 82, 60), al declarar que el Estado debe eximir de gravamen 
la renta del obligado tributario en la medida en que resulta necesaria para alcanzar las 
condiciones mínimas para una existencia digna, y que, así como el Estado está obligado 
a garantizar esas condiciones mínimas a los ciudadanos sin recursos, está autorizado a no 
someter a gravamen hasta esa cuantía a aquellos otros que obtienen rentas.
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ingresos, no son beneficios fiscales. No se trata de una ayuda económica que 
el Estado proporcione al contribuyente para permitirle afrontar los gastos 
que impone la cobertura de sus necesidades existenciales y las de su familia, 
sino de una medida que evita privarle fiscalmente de unos recursos que el 
Estado no está legitimado para obligar a entregar para pagar tributos.

Pues bien, la renta que el contribuyente del IRPF debe destinar a satis-
facer sus necesidades existenciales y las de familia puede variar en función 
del lugar en el que resida. La necesidad de desplazarse fuera del municipio 
de residencia para recibir servicios esenciales de cualquier servicio que, en 
palabras del Tribunal Constitucional, resulte “objetivamente indispensable 
para poder satisfacer las necesidades básicas de la vida personal o social de 
los particulares de acuerdo con las circunstancias sociales de cada momento 
y lugar”, esto es, de cualquier servicio cuya renuncia privara al particular 
de aspectos esenciales de su vida privada o social, influye en el importe de 
la renta que resulta necesario destinar a la satisfacción de las necesidades 
existenciales.

La exclusión de gravamen de los gastos extraordinarios soportados por 
motivo de los desplazamientos necesarios para disfrutar de servicios esencia-
les no sería ni una ayuda ni un beneficio fiscal. Por el contrario, se trataría 
de una medida consecuente con el deber de contribuir al sostenimiento 
de los gastos públicos de acuerdo con la capacidad económica. Por tanto, 
la exclusión de gravamen de dichos gastos no debería estar condicionada, 
sin más, al riesgo de despoblación del municipio en el que se resida2. Más 
bien, debería condicionarse al hecho de soportar efectivamente gastos por 
desplazamiento o estancia en un municipio distinto de aquel en el que re-
sida el contribuyente para recibir servicios esenciales, tales como sanitarios, 
educativos, farmacéuticos, oftalmológicos, odontológicos u ortopédicos. 

3. CONTRIBUCIÓN SEGÚN EL NIVEL DE SERVICIOS PÚBLICOS

Podría pensarse que, independientemente de los gastos en los que cada 
contribuyente incurra para disfrutar de servicios esenciales, las posibilidades 
y condiciones de acceso a los servicios públicos, dependientes del lugar de 
residencia, inciden en la riqueza de los ciudadanos y, consiguientemente, 

2 Dos personas, por ejemplo, con una renta disponible de 60.000 euros anuales (sus 
ingresos menos todos los gastos necesarios e irrenunciables para satisfacer sus necesidades 
personales y familiares, entre los que incluyo los de desplazamiento para recibir servicios 
esenciales) tienen la misma capacidad económica independientemente del número de 
habitantes del municipio en el que residan.
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en su aptitud para contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. Así, 
según el profesor Orón Moratal, la capacidad contributiva de los ciudada-
nos, según se tenga o no acceso directo e inmediato a los servicios públicos, 
no es la misma3. A juicio del autor, ante igual riqueza, la renta disponible de 
las personas físicas que no tienen acceso directo e inmediato a los servicios 
públicos es inferior respecto a la de aquellas otras personas que disponen 
de ese acceso directo e inmediato.

Lo que defiende el profesor Orón Moratal es que el beneficio indivi-
dual que proporcionan los servicios públicos es un indicador de capacidad 
económica. En este sentido, el profesor Cors Meya había defendido que “la 
actividad administrativa genera para el particular una determinada ventaja 
individualizable, que se traduce en una especie de capacidad económica 
sobrevenida que el legislador se propone gravar”4. Así pues, desde este 
sector doctrinal, quienes reciben un servicio público, por un lado, obten-
drían un beneficio individualizable indicativo de capacidad económica, que 
justificaría la obligación de contribuir a su financiación con fundamento en 
el principio de capacidad económica. Pero, además, dando un paso más, lo 
que propone el profesor Orón Moratal es que la no prestación de un servicio 
público justifica una reducción en la contribución a la financiación de los 
servicios públicos que no se reciben. 

Frente a la postura mantenida por el profesor Orón se pueden aducir los 
mismos argumentos ofrecidos frente a la tesis del beneficio como expresión 
de capacidad económica susceptible de gravamen. Y es que, no queda claro 
por qué quien recibe un servicio público es considerado capaz de finan-
ciarlo, independientemente de que la recepción del servicio haya indicado 
la disponibilidad de recursos económicos. Tampoco queda claro por qué 
aquellas personas que tienen más dificultades para acceder a los servicios 
públicos son menos capaces para contribuir solidariamente al sostenimiento 
de los gastos públicos, independientemente de su riqueza. Y, de la misma 
manera que el beneficio proporcionado por los servicios públicos no parece 
ser suficiente para obligar al pago de tasas a personas carentes de recursos 
económicos, tampoco la falta de beneficio sería suficiente para la aplicación 
de una reducción en la cuantía de la contribución al sostenimiento de los 
gastos públicos.

3 ORÓN MORATAL, Germán (2019): “Sobre la justicia e igualdad en la contribu-
ción al sostenimiento del gasto público del gasto público por determinados contribu-
yentes y su relación con el disfrute de servicios públicos”. Recuperado de https://rpdft.
org/2019/10/25/2202/
4 CORS MEYA, Frances Xavier (1986): “Las tasas en el marco de un sistema tributario 
justo”, Revista Española de Derecho Financiero, núm. 51, p. 336.
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Resulta difícil comprender por qué la persona que necesita desplazarse para 
recibir servicios públicos, esenciales o no, si no lo hace, si no se desplaza y no 
los recibe, como consecuencia de no beneficiarse de esos servicios públicos, es 
menos capaz de contribuir a la financiación de los mismos. Resulta difícil en-
tender por qué la persona que necesita desplazarse al municipio más próximo 
para recibir servicios sanitarios o educativos, o tal vez para visitar una biblioteca 
pública o un museo, si no se desplaza y no recibe esos servicios financiados 
públicamente, por el hecho de no beneficiarse de los mismos, es menos capaz 
de contribuir a financiarlos; por qué se puede decir que tiene menos renta 
disponible para contribuir al sostenimiento de los gastos públicos.

Al parecer, el profesor Orón Moratal parte de una premisa muy cues-
tionable, como es la identificación de la justicia tributaria y el deber de los 
ciudadanos de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo 
con la capacidad económica. Es esa identificación la que parece llevarle 
a pensar que, si es de justicia que se tengan en cuenta las dificultades de 
algunos ciudadanos para acceder a los servicios públicos por razón del mu-
nicipio en el que residen, si es de justicia que esas dificultades para disfrutar 
de los servicios públicos sean tomadas en consideración para cuantificar su 
contribución al sostenimiento de los gastos públicos, solamente puede ser 
porque la falta de disfrute de los servicios públicos incide en la medida de 
la capacidad para contribuir.

Cabría convenir con el profesor Orón en que hay razones de justicia para 
que las personas que, por razón del municipio en el que residen, tienen más 
dificultades para acceder a los servicios públicos, que se benefician menos del 
gasto público, y que, por ello, a igualdad de renta, contribuyan en menor me-
dida a financiarlo. Ahora bien, esa razón de justicia no necesariamente debe 
identificarse con el principio de capacidad económica. Si dos personas tienen 
la misma renta disponible después de cubrir sus necesidades personales y fami-
liares, después, por tanto, de satisfacer los gastos necesarios de desplazamiento 
para recibir servicios esenciales, el principio de capacidad económica no permi-
te justificar una diferente contribución al sostenimiento de los gastos públicos.

4. LA ARTICULACIÓN DE LA EXCLUSIÓN DE GRAVAMEN SOBRE 
LOS GASTOS EXTRAORDINARIOS DE DESPLAZAMIENTO Y ES-
TANCIA CON FUNDAMENTO EN EL PRINCIPIO DE CAPACIDAD 
ECONÓMICA

La exclusión de gravamen de la renta indisponible por razones territoria-
les debería permitir que dos contribuyentes, independientemente de donde 
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residan, contribuyan al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con 
su renta disponible, esto es, de acuerdo con la capacidad económica puesta 
de manifiesto mediante la realización del hecho imponible del impuesto. 
Como resultado de la exclusión de gravamen, pues, si dos personas, una 
residente en un municipio con alta densidad de población y otra con resi-
dencia en una alejada localidad de alta montaña, después de satisfacer todos 
los gastos necesarios, disponen de la misma renta, deberían contribuir en 
la misma medida al sostenimiento de los gastos públicos.

La equiparación de los contribuyentes según su renta disponible sólo 
se puede conseguir mediante una reducción de la base imponible en el im-
porte de los gastos necesarios por desplazamiento y estancia por razón de la 
distancia entre el municipio de residencia y aquél al que debe desplazarse 
el contribuyente para recibir servicios esenciales5. Como consecuencia de 
la reducción de la base imponible en el importe de los gastos necesarios 
por desplazamiento y estancia en un municipio distinto del de residencia al 
que se desplace el contribuyente para recibir servicios esenciales, dos con-
tribuyentes del IRPF con igual renta disponible contribuirían en la misma 
medida al sostenimiento de los gastos públicos.

La diferente contribución al sostenimiento de los gastos públicos que 
resultase de la aplicación de la escala general del impuesto sobre una base 
imponible reducida en la cuantía de los gastos necesarios para satisfacer 
necesidades personales y familiares no podría ser considerada discriminato-
ria. Dos personas que fueran obligadas a pagar el impuesto que resultara de 
aplicar una tarifa progresiva sobre una base imponible reducida en la cuan-
tía de los gastos necesarios de desplazamiento y estancia, contribuyendo 
cada una en función de su capacidad económica, no podrían considerarse 
desigualmente tratadas, aunque la aplicación de la misma reducción de la 
base imponible diera lugar a un diferente ahorro fiscal. El efecto regresivo 
sería consustancial a la aplicación de una tarifa progresiva. En un impuesto 
progresivo, como el IRPF, cualquier aumento en la misma cuantía de dos 

5 Aun cuando el mínimo personal y familiar, en la actual Ley del IRPF, no resulte de-
ducible de las bases imponibles del impuesto, sino que es tomado en consideración para 
el cálculo de la cuota íntegra, seguiría siendo más adecuado la reducción de los gastos 
necesarios de desplazamiento y estancia de la base imponible general, o, cuando la base 
imponible general fuera inferior a dichos gastos, de la base imponible del ahorro. A pesar 
de que actualmente el mínimo personal y familiar no reduzca la base imponible, como sería 
consecuente con el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo 
con la capacidad económica, aun así, para evitar profundizar en la desigualdad de trato, los 
gastos extraordinarios por desplazamiento y estancia podrían deducirse de la base imponible 
general del impuesto, antes de la aplicación de las demás reducciones de la base imponible, 
y el remanente, si lo hubiere, de la base imponible del ahorro.
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bases imponibles diferentes produce un diferente incremento impositivo, al 
igual que cualquier reducción en la misma cuantía de dos bases imponibles 
diferentes da lugar a un diferente ahorro fiscal. 

5. LA FINALIDAD EXTRAFISCAL COMO JUSTIFICACIÓN DE LAS 
DIFERENCIAS FISCALES PARA TERRITORIOS DESPOBLADOS

Las deducciones de la cuota íntegra, establecidas por algunas comuni-
dades autónomas aplicables únicamente por contribuyentes del IRPF resi-
dentes en municipios considerados en riesgo de despoblación, no pueden 
justificarse con fundamento en el principio de capacidad económica. Su 
aplicación no permite la equiparación de los contribuyentes con la misma 
renta disponible. Como consecuencia de la aplicación de estas deducciones 
autonómicas, dos contribuyentes cuya renta disponible del período impo-
sitivo fuera igual, dos contribuyentes que hubieran puesto de manifiesto la 
misma capacidad económica susceptible de gravamen, que fueran titulares 
de la misma renta disponible una vez satisfechos sus necesidades personales 
y familiares, siendo uno de ellos residente en un municipio de los conside-
rados en riesgo de despoblamiento, contribuirán en diferente medida al 
sostenimiento de los gastos públicos.

Supongamos dos contribuyentes con iguales circunstancias personas 
y familiares, residentes en la Comunitat Valenciana. La contribuyente A 
vive en la ciudad, tiene una base imponible general de 35.200 euros y no 
necesita desplazarse fuera de su municipio para recibir servicios esenciales. 
La contribuyente B vive en un pequeño municipio (en riesgo o no de des-
poblamiento), tiene una base imponible general de 35.530 euros y necesita 
desplazarse fuera del mismo para recibir servicios esenciales, gastando al 
año 330 euros anuales en tales desplazamientos. Ambas contribuyentes, 
pues, después de satisfacer sus gastos necesarios e irrenunciables, como 
son los gastos de desplazamiento en los que incurre la contribuyente B, 
tienen una renta disponible de 35.200 euros. Pues bien, como resultado de 
la aplicación de la deducción de 330 euros por residencia en municipios 
en riesgo de despoblamiento, la cuota líquida autonómica de la contribu-
yente A será de 3.840,5 euros, mientras que la de la contribuyente B será 
de 3.568,25 euros6.

6 La deducción se encuentra regulada en el art. 4, letra z), apartado 3, subapartado 
aa) de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de la Comunidad Valenciana, en la redacción 
introducida por el Decreto-ley 14/2022, de 24 de octubre.
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Ahora bien, las deducciones de la cuota íntegra autonómica que be-
nefician económicamente a los residentes en municipios en riesgo de des-
poblamiento pueden fundamentarse constitucionalmente como medidas 
dirigidas a frenar la despoblación. Concretamente, el fundamento consti-
tucional podemos encontrarlo, en primer lugar, en el art. 40 de la CE, que 
obliga a los poderes públicos a promover las condiciones favorables para el 
progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y 
personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad econó-
mica, orientada especialmente al pleno empleo. El establecimiento de estos 
beneficios fiscales y las diferencias normativas resultantes de su aplicación 
también pueden fundamentarse en el art. 138 del texto constitucional, que 
establece el principio de solidaridad entre las diversas partes del territorio 
español. Además, las medidas económicas dirigidas a frenar la despoblación, 
incluidas las deducciones tributarias en el IRPF, podrían justificarse con fun-
damento en el art. 128 de la Constitución, como una forma de promover el 
interés general y evitar el deterioro socioeconómico de las zonas afectadas.

Como consecuencia de la aplicación de estas deducciones autonómicas, 
dos contribuyentes cuya renta disponible del período impositivo fuera igual, 
dos contribuyentes que hubieran puesto de manifiesto la misma capacidad 
económica susceptible de gravamen, siendo uno de ellos residente en un 
municipio de los considerados en riesgo de despoblamiento, contribuirán 
en diferente medida al sostenimiento de los gastos públicos. El ahorro 
fiscal obtenido se justificará como una transferencia de recursos públicos 
del Estado al contribuyente como retribución, como recompensa, por los 
beneficios sociales que genera el establecimiento de la residencia en zonas 
rurales y alejadas de los grandes núcleos de población, que es susceptible 
de incentivar la decisión de establecer o mantener la residencia en estas 
localidades.

6. LAS DIFERENCIAS RESULTANTES DE LA APLICACIÓN DE 
DEDUCCIONES AUTONÓMICAS POR ARRENDAMIENTO O 
ADQUISICIÓN DE VIVIENDA

Son muchas las comunidades autónomas que han establecido deduc-
ciones de la cuota íntegra autonómica por arrendamiento, adquisición o 
rehabilitación de la vivienda habitual. En general, las diferencias normativas 
resultantes de la aplicación de deducciones de la cuota por arrendamiento, 
adquisición o rehabilitación de vivienda pueden justificarse, no como incen-
tivos económicos que inviten a comprar, rehabilitar o arrendar viviendas, 
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sino como ayudas fiscales de acceso a la vivienda dirigidas a quienes tienen 
dificultades económicas para ejercer su derecho constitucional a disfrutar 
de una vivienda digna. Por ello, la aplicación de estas deducciones gene-
ralmente se condiciona al nivel de ingresos del contribuyente, quedando 
excluida si la base imponible del impuesto supera un cierto umbral de renta, 
y, en ocasiones, también a la edad o a otras circunstancias personales y fa-
miliares del contribuyente que pueden dificultar dicho acceso a la vivienda. 

Ahora bien, algunas de estas comunidades autónomas, contemplan un 
incremento de la cuantía de la deducción por arrendamiento o por adqui-
sición o rehabilitación de vivienda en caso de que la vivienda habitual se en-
cuentre en un municipio en riesgo de despoblación7. En ocasiones, además, 
si el contribuyente es residente en un municipio en riesgo de despoblación 
se reducen los requisitos que condicionan la aplicación de la deducción 
general por arrendamiento o por adquisición o rehabilitación de vivienda. 
Así, unas veces se prevé un incremento del umbral de renta excluyente de 
su aplicación8. En otras, en cambio, se eliminan condiciones de aplicación, 
como la edad o la discapacidad del contribuyente9. Incluso, alguna comuni-
dad autónoma únicamente contempla la aplicación de una deducción por 
adquisición de vivienda habitual a los residentes en pequeñas localidades10.

7 Así, en el Principio de Asturias, Cantabria, La Rioja, Castilla-La Mancha y Castilla 
y León, donde se incrementa el porcentaje aplicable sobre la base de la deducción por 
arrendamiento de la vivienda habitual, así como el límite máximo que resulta deducible. 
Por su parte, en Extremadura se contempla un incremento del porcentaje de la deducción 
por adquisición o rehabilitación de primera vivienda habitual por jóvenes con edad igual o 
inferior a 36 años o personas que tengan la condición de víctimas del terrorismo, cuando 
la vivienda habitual esté situada en municipios o entidades locales de Extremadura con 
población inferior a 3.000 habitantes. 
8 Este es el caso del Principado de Asturias, en relación con la deducción por alquiler 
de vivienda habitual, y también el caso de Extremadura, en relación con la deducción por 
adquisición o rehabilitación de primera vivienda habitual nueva.
9 Este sería el caso de la deducción por arrendamiento de vivienda habitual en Canta-
bria. En la Rioja, cuando la vivienda habitual se encuentre en un pequeño municipio, se 
permite la aplicación de una deducción por la adquisición, construcción o rehabilitación 
de vivienda no condicionada a la edad o renta del contribuyente. En Extremadura, existe 
una deducción por adquisición o rehabilitación de vivienda habitual en alguno de los mu-
nicipios y entidades locales menores de esta comunidad autónoma cuya aplicación no se 
encuentra condicionada a la renta o circunstancia personal alguna del contribuyente.
10 Es el caso del Principado de Asturias, que regula una deducción por adquisición o re-
habilitación de vivienda habitual en consejos en riesgo de despoblación. Es el caso, también, 
de Aragón, que ha establecido una deducción por adquisición o rehabilitación de vivienda 
en núcleos rurales. También es el caso de Castilla-La Mancha, que prevé la aplicación de 
una deducción por adquisición o rehabilitación de la vivienda habitual en zonas rurales. 
Y es el caso, además, de Castilla y León, que establece una deducción por adquisición o 
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Las diferencias normativas que resultan de la aplicación de deduccio-
nes por arrendamiento, adquisición o rehabilitación de vivienda, según se 
resida o no en un municipio poco poblado, no pueden justificarse como 
ayudas económicas para facilitar el acceso a la vivienda. Los residentes en 
pequeñas localidades no parece que necesiten más ayuda económica para 
acceder a la vivienda que la que necesitan los contribuyentes residentes en 
municipios con mayor población. El establecimiento de deducciones que 
solamente pueden ser aplicadas por los residentes en territorios en riesgo 
de despoblación, de deducciones cuyo importe se incrementa por razón del 
municipio de residencia, o para cuya aplicación se elimina algún requisito 
que en otro caso resultaría exigible, solamente podría justificarse como 
medida dirigida a incentivar la fijación de la residencia en estos pequeños 
municipios.

No obstante, aunque el objetivo extrafiscal de atraer población a locali-
dades en riesgo de despoblación podría justificar las diferencias normativas 
por razón del municipio de residencia, dicha finalidad no permite justificar 
la diferenciación que resulta de la aplicación de estas deducciones auto-
nómicas entre los contribuyentes de estos mismos municipios. El objetivo 
de atraer población no justifica las diferencias entre quienes arriendan, 
rehabilitan o arriendan una vivienda en un municipio poco poblado, según 
tengan mayor o menor nivel de renta. Quienes arriendan, rehabilitan o 
arriendan una vivienda en un municipio en riesgo de despoblación tienen 
el mismo mérito independientemente de su mayor o menor base imponi-
ble. Y lo mismo cabría decir de la edad del contribuyente. No hay ninguna 
razón para premiar el establecimiento de la residencia en estos territorios 
solamente en caso de ser menor de 36 años.

A efectos de incentivar el establecimiento de la residencia habitual en 
un municipio poco poblado, la diferenciación por razón de renta o por 
razón de circunstancias personales y familiares carece de fundamento y es 
discriminatoria. Todo aquel que arrienda, adquiere o rehabilita una vivienda 
situada en una pequeña localidad, estableciendo allí su residencia habitual, 
merece beneficiarse de la misma manera. Es más, a efectos de incentivar la 
fijación de la residencia en un pequeño municipio, la base imponible o la 
edad del contribuyente, o el hecho de que se trate o no de la adquisición de 
la primera vivienda, no solo carece de relevancia, sino que establecer estos 
condicionantes además reduce la eficacia de la medida. Y es que, cuanto 

rehabilitación por jóvenes menores de 36 años de la primera vivienda habitual que sea de 
nueva construcción o rehabilitación, situada en un municipio o en una entidad local menor 
de esta comunidad autónoma.
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mayores sean las condiciones para aplicar la deducción tributaria, menos 
contribuyentes podrán beneficiarse de la misma, reduciendo la eficacia del 
incentivo fiscal y limitando el impacto de la deducción.

7. DIFERENCIAS ENTRE RESIDENTES EN MUNICIPIOS DESPOBLA-
DOS DE DIFERENTES COMUNIDADES AUTÓNOMAS

De acuerdo con el art. 46 de la Ley 22/2009, en el IRPF, las comunidades 
autónomas de régimen común podrán asumir competencias normativas 
sobre las deducciones de la cuota íntegra autonómica, por circunstancias 
personales y familiares, por inversiones no empresariales y por aplicación 
de renta. Sin embargo, actualmente, las comunidades autónomas de régi-
men común no tienen cedidas competencias normativas para establecer 
reducciones de la base imponible del IRPF, como la propuesta por gastos 
extraordinarios de desplazamiento y estancia soportados por contribuyen-
tes que deben desplazarse fuera de su municipio de residencia para recibir 
servicios esenciales. 

No obstante, una reducción en la base imponible podría ser sustituida 
por una deducción de la cuota íntegra autonómica cuyo importe fuera el 
resultado de la aplicación del tipo medio de gravamen autonómico sobre los 
gastos extraordinarios soportados por los residentes en territorios alejados 
de las poblaciones en las que se prestan los servicios esenciales. Tal deduc-
ción de la cuota íntegra autonómica produciría un efecto equivalente a una 
exención con progresividad, es decir, equivalente a una reducción de la base 
imponible de la renta indisponible que, sin embargo, sería computada a 
efectos de la determinación del tipo impositivo aplicable.

Ahora bien, que los ciudadanos contribuyan al sostenimiento de los gas-
tos públicos de acuerdo con su capacidad económica no debería depender 
de la comunidad autónoma en la que residan. De la comunidad autónoma 
de residencia puede depender la intensidad del gravamen sobre la renta 
disponible del contribuyente, que resulten aplicables unos u otros beneficios 
fiscales o, incluso, la cuantía del mínimo personal y familiar. Sin embargo, 
que la renta destinada a satisfacer gastos necesarios de desplazamiento y 
estancia para recibir servicios esenciales se considere o no como renta in-
disponible y, consiguientemente, que resulte o no sometida a gravamen, no 
debería depender de la comunidad autónoma en la que se resida.

Resultaría discriminatorio que unos ciudadanos contribuyeran al soste-
nimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica, 
mientras que la contribución de otros ciudadanos no viniera determinada 
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por la medida de su capacidad económica, sin que esa diferencia fuera 
adecuada y proporcionada para la consecución de una finalidad de interés 
general. De la misma manera, resultaría discriminatorio que unos ciuda-
danos contribuyeran de acuerdo con su capacidad económica, por haber 
establecido la comunidad autonómica en la que residen una deducción de 
la cuota tributaria autonómica por gastos de desplazamiento, mientras que 
la renta indisponible de los demás contribuyentes resultara gravada en el 
IRPF. Esa discriminación solamente resultaría justificada si la falta de regu-
lación de tal deducción autonómica fuera adecuada y proporcional para la 
consecución de un fin de interés general.

Si resulta contraria a la igualdad la diferenciación de trato que resulta 
del ejercicio de la competencia normativa de una comunidad autónoma, 
cuando la aplicación de esa normativa autonómica da lugar a que un sector 
o grupo de sujetos no contribuya al sostenimiento de los gastos públicos 
de acuerdo con su capacidad económica, sin que haya una razón que lo 
justifique, sin que exista una justificación razonable que legitime la medida 
diferente, más allá de la residencia en la comunidad autónoma, de la misma 
manera, como ya se ha señalado, también resultaría contrario a la igualdad 
que unos ciudadanos, los residentes en una comunidad autónoma que hu-
biera establecido una deducción autonómica por gastos de desplazamiento 
y estancia, contribuyeran de acuerdo con la cuantía de su renta disponible, 
mientras que la renta indisponible de otros ciudadanos, la de aquellos que 
residieran en comunidades autónomas que no hubieran establecido tal 
deducción tributaria, resultara gravada en el IRPF.
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